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			¿Serán sostenibles los principios del proceso social ante el uso negligente de la IA? ¿Disponemos de vías garantistas de detección e impugnación ante una praxis viciada por el juzgador o la contraparte?

			Will the principles of social process be sustainable face to a negligent use of AI? Do we have procedural safeguards to detect and contest vitiated practices by the court or the opposing party?
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							Motivado por la mala praxis emergente en torno al empleo negligente de la IA debido al sesgo de automatización y las ultrafalsificaciones, mediante el presente artículo se sostiene la necesidad de reflexionar sobre la sostenibilidad de los principios vertebradores del proceso social y las garantías para detectar e impugnar los vicios que este arrastre. A su vez, se exponen los que se consideran puntos de mejora de la Instrucción 2/2026 del CGPJ y se proponen algunas medidas preventivas.
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							Motivated by the emerging malpractice surrounding the negligent use of AI driven by automation bias and deepfakes, this article argues for the need to critically reflect on the sustainability of the core principles of the social process and the safeguards to detect and challenge any procedural flaws. Furthermore, it outlines potential areas for improvement regarding Instruction 2/2026 of the General Council of the Judiciary and proposes some preventive measures.
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					Mala praxis emergente debida al sesgo de automatización

			

			El presente artículo surge a raíz de la imbricación, por un lado, de las dinámicas negligentes emergentes relacionadas con el uso de la IA en el ámbito judicial por parte de los operadores jurídicos, y, por otro lado, del cuestionamiento en torno a la salvaguarda de la seguridad jurídica conforme a los principios vertebradores del proceso social y algunos de sus hitos ordinarios.

			Como consideración previa contextual, ¿estamos inmersos en un bucle de esqueumorfismo de los operadores jurídicos, quienes vician su actuación como consecuencia del sesgo de automatización?1 El término esqueumórfico proviene del ámbito del diseño y puede definirse como el uso de características de diseño que hacen que un artefacto se parezca a una versión anterior de sí mismo2. Este concepto se ha aplicado al campo de la toma de decisiones semi automatizadas o plenamente automatizadas. Curiosamente, el diseño puede estar previsto para contener detalles como retrasos (innecesarios) que den a entender que existe una deliberación por parte del sistema. Mediante el trabajo que se referencia en este punto, la conceptualización descrita se aplica para analizar los tipos de participación humana en la toma de decisiones automatizadas en general3, mientras que en el presente trabajo se traslada al ámbito judicial: ¿en qué medida estos operadores jurídicos se apoyan en los sistemas de IA para la toma de decisiones y cuál es la apariencia que se proyecta?

			En el ámbito de la toma de decisiones y cómo se transmiten, las dos caras de la moneda quedan representadas como: de un lado, las dinámicas que presentan un ideal de automatización completa pero que, sin embargo, dependen de la actividad humana, y, contrario sensu, las dinámicas que sostienen un ideal de que el sistema de IA sea una herramienta de apoyo recayendo la actividad principal sobre el factor humano, pero que, al contrario, dependen del sistema de IA (es decir, la persona acaba careciendo de una capacidad significativa para influir en el proceso de toma de decisiones)4. Uno de los principales problemas derivados es que cuando la automatización es mayor a la que se aparenta, las personas afectadas por los resultados no tienen una oportunidad real de apelación.

			Por ejemplo, para el primer supuesto, en el caso de las personas trabajadoras que se dedican a la moderación de contenidos (es una falsa automatización porque las plataformas de microtareas en línea tratan de dar la imagen de que la moderación de contenidos de las redes sociales es una tarea plenamente automatizada, cuando en realidad son las moderadoras de contenido las que se dedican a visualizar y decidir sobre su eliminación). Eso provoca una desalineación respecto a la posible impugnación de los juicios del sistema. Este ejemplo de falsa automatización interesa a las grandes plataformas y redes sociales para evadir el reconocimiento y el cumplimiento de los derechos laborales de estas personas, especialmente en lo que a la PRL se refiere.

			Lo expuesto se plantea a meros efectos ilustrativos, porque el ejemplo que interesa en el presente estudio es el segundo: las dinámicas que plantean mantener como eje central la intervención humana pero que se ven absorbidas por el uso de la IA. El ejemplo que se plantea aquí es que un operador jurídico, si bien es el responsable de la diligencia debida en el ejercicio de su profesión, sea la abogacía o la judicatura, y, aunque solo pueda utilizar las herramientas automatizadas o de Inteligencia Artificial Generativa (IAG) como apoyo, caiga en un uso acrítico y negligente de las mismas.

			En el ámbito que aquí ocupa, la pérdida de oportunidad real de apelación la sufrirá la parte del proceso social que no advierta un uso negligente de las herramientas de IA, que, por ejemplo, puede consistir en una fundamentación basada en alucinaciones generadas por un chatbot (errores jurisprudenciales, normativos o de cualquier índole jurídica). Sobre esto se ahondará más adelante.

			El desajuste entre la apariencia del tipo de modelo de automatización de decisiones y la realidad del control humano sobre el mismo posibilita la ambigüedad sobre las dinámicas y obstaculiza su gobernanza. Por ese motivo, los autores citados proponen una conceptualización de las dinámicas como punto de partida del ámbito de la toma de decisiones automatizadas en general, conforme al tipo de desalineación: humanidad esqueuomórfica o automatización simulada, y, para cada caso, analizan las cuestiones normativas relacionadas a partir del teórico ideal y la discordancia con la realidad de la participación humana. Se plantea que cabe formular las siguientes cuestiones: ¿A qué tipo de dinámica nos enfrentamos? ¿Cuál es el estado final deseado? ¿Cómo debemos proceder dentro del contexto de esa dinámica?

			En la problemática objeto de tratamiento nos enfrentamos a lo que la doctrina de referencia que pretende trasladarse denomina «segunda dinámica de la humanidad esqueumórfica», que se traduce en que lo ideal es que el sistema de toma de decisiones no debe estar ni parecer totalmente automatizado, pero lo está (o, se podría matizar a la luz de la casuística que se observa actualmente, está más automatizado de lo que debería, aunque no sea de forma total). En cierta medida, esta situación deriva de la complejidad de integrar estos sistemas en ámbitos que requieren cuestiones de gobernanza.

			La aplicación de los dos principales problemas que la integración de los sistemas de toma de decisiones (en teoría, semi automatizados) se manifiesta de dos formas. La primera, el esfuerzo y la voluntad política que supone mantener o, dependiendo del caso, recuperar la integridad del factor humano a los actores que impulsaron la automatización puede ser contrario a sus intereses económicos. La segunda, aun en el caso de consenso sobre el carácter fundamental del factor humano, se suscitarán debates como en qué punto del proceso debería tener lugar la supervisión humana, quiénes y cómo debiera hacerse.

			Resulta interesante pensar en cómo se manifiesta el esqueumorfismo que combina la automatización y el engaño en escenarios que provocan fricciones socialmente relevantes. En el concepto de la humanidad esqueumórfica la cuestión que preocupa es que se genere una tendencia a aceptar pasivamente formas de automatización desaconsejables. La desalineación entre la automatización real y la figurada puede impedir la ponderación de los intereses implicados y al mismo tiempo la búsqueda de soluciones requiere un tratamiento público y democrático.

			Una delegación desaconsejable puede ocurrir en el caso de la jurimetría. Se trata de una herramienta que se utiliza para la predicción sobre el devenir procesal de los asuntos según sus características y la estadística del juzgador (con nombres y apellidos) 5. Esta es una cuestión que ha de considerarse desde un punto de vista histórico evolutivo, porque si bien siempre han existido las quinielas ad extra de las inclinaciones de cada juzgador basadas en la práctica de los letrados, la creación de bases de datos que facilitan una calificación de la persona parece excesivo y puede influir en la sostenibilidad de la imparcialidad debida6. Paralelamente, una excesiva confianza en la predicción puede provocar errores estratégicos en la asistencia letrada. Por dicha razón, no resulta sorprendente que en Francia se haya prohibido publicar información estadística sobre las decisiones y el patrón jurisprudencial de las personas juezas, de forma que los datos de identidad de los juzgadores no pueden utilizarse para evaluar, analizar, comparar o predecir sus prácticas profesionales reales o presuntas (ello sin perjuicio de la valoración que quepa hacer de la proporcionalidad de la reprochabilidad de la conducta en los términos planteados: un delito que lleva aparejada una pena de prisión) 7.

			Como conclusión contextual, estamos inmersos en un bucle de esqueumorfismo de los operadores jurídicos, posiblemente provocado por la exigencia del ritmo de trabajo tanto de los despachos como de los tribunales, en el que se proyecta una imagen de diligencia que realmente puede estar viciada por un uso acrítico de las herramientas de IA.

			Como ejemplo de la casuística emergente, mediante el Auto del TSJ (Sala de lo Civil y Penal) de las Palmas de Gran Canaria, de 10 de febrero de 20268 se resolvió una pieza separada al asunto de origen tras detectar indicios de una conducta negligente en la interposición de un recurso. La mala praxis consistió en la inclusión sin revisión previa de numerosas citas, eminentemente jurisprudenciales y vertidas por un sistema de IA generalista, que no existían (lo que se conoce como «alucinaciones» de la IA). Incoada la pieza separada sobre mala fe procesal y tras la emisión del informe realizado por el Servicio de Documentación y Bibliotecas del TSJ de Canarias, que evidenció que de las 52 citas contenidas en el escrito solo 4 eran correctas y veraces, se acordó la imposición de una multa basando la decisión en las siguientes líneas argumentales.

			En primer término, por vulneración de las máximas fijadas por el Libro Blanco sobre la IA y la Abogacía elaborado por el CGPJ junto al Ilustre Colegio de la Abogacía de Valencia, en tanto la IA constituye una herramienta para la eficiencia que no sustituye la labor del abogado y la diligencia y responsabilidad que le es inherente, que, en este caso, consiste en revisar si las referencias son correctas. Si bien no podía observarse al momento de los hechos por la entrada en vigor y por el ámbito subjetivo de aplicación, el TSJ de Canarias menciona, a título ilustrativo, el carácter preceptivo de la Instrucción 2/2026 del CGPJ sobre la utilización de sistemas de IA en el ejercicio de la actividad jurisdiccional por parte de la Carrera Judicial (en adelante, Instrucción).

			Sentado el marco conceptual de los razonamientos jurídicos, el TSJ de Canarias califica la conducta del letrado en cuatro actuaciones reprochables. La primera, la dejadez en el empleo de una herramienta de IA generalista en lugar de emplear alguna de las diversas opciones existentes creadas ad hoc para la aplicación al ámbito jurídico (aunque podrá observarse mediante el apartado segundo del presente artículo que la diligencia debida no queda salvaguardada por el empleo de un sistema de IA jurídico). La segunda, la omisión de la debida revisión y verificación de los resultados que emanaron de la herramienta de IA, que el Tribunal califica de «quiebra del deber básico de supervisión humana». La tercera, la transgresión del deber de veracidad y de buena fe procesal a tenor de lo establecido por el art. 247.19 de la LEC10, art. 61.111 del EGAE12 en relación con el art. 10.213 del Código Deontológico y el art. 7.1. del CC. La cuarta, la falta de respeto y de consideración hacia el Tribunal ex art. 553 LOPJ en relación con el art. 247 de la LEC, debido a que, si bien se considera una acción negligente y no dolosa, de no haberse llevado a cabo la tarea de supervisión por parte del juzgador «hubiera dado lugar al cuestionamiento de la labor de este órgano de apelación, cuando no, si se hubieran dado por ciertas a la risión y descrédito absoluto de la Sala».

			El cuarto razonamiento jurídico se dedica a la exposición de los dos precedentes conocidos hasta la fecha, un primero en el que la conducta negligente también se tradujo en el empleo de citas inexistentes atribuidas precisamente a la Sala del TC a la que iba dirigido el recurso de amparo y un segundo en el que pretendía aplicarse una norma del CP colombiano en lugar del español.

			El quinto de los razonamientos se reserva a la graduación de la sanción y el sexto, si bien no responde al fondo del asunto, procede mencionarlo. El sexto de los razonamientos jurídicos se dedica a responder a una de las manifestaciones del letrado contenidas en el escrito por el que emitía sus disculpas. Concretamente, que pudo ser identificado por los compañeros debido al NIG, que, introducido en la base de datos permite la obtención de la resolución original que contiene los nombres de los profesionales que intervienen en el proceso (lo que no es objeto de anonimización, pues es una información pública). Lo que quiere subrayarse sobre dicho extremo es que, tal y como queda mencionado por el Tribunal, en el ámbito judicial se utilizan una serie de herramientas de IA suministradas por el CGPJ que componen el denominado KENDOJ, que sirve, entre otras acciones, para anonimizar las resoluciones de forma automatizada14.

			Sin perjuicio de esta sucinta referencia casuística, lo que todavía resulta más preocupante es la emergencia de conductas análogas por parte de los juzgadores15. Al respecto, es conveniente atender transversalmente a las advertencias de la Relatora Especial de la AGNU sobre la independencia de personas magistradas y abogadas, Margaret Satterthwaite (en adelante, «la Relatora»)16.

			Adviértase la gravedad del planteamiento de la Relatora sobre que, en última instancia, la erosión de la discrecionalidad judicial deriva en comportamientos mecanicistas17 que socavan el pensamiento crítico y la eticidad de las prácticas, degradando las competencias propias de la investigación jurídica, de interpretación y redacción. Esto ha de observarse desde la perspectiva de que la judicatura tiene un poder epistémico que quedaría degradado, y si se relaciona con los actores poderosos que pueden cometer injerencias, puede manifestarse como otra forma de control. En efecto, la imparcialidad e independencia no pueden garantizarse si el juzgador se convierte en un elemento meramente ornamental, sino que requiere garantizar el acceso a un juez humano, de igual forma que a un abogado humano. Al mismo tiempo, la UNESCO18, además de advertir sobre que el sesgo de automatización constituye una de las principales amenazas generadas por el empleo de sistemas de IA en la administración de justicia, sostiene que la adhesión acrítica de las decisiones basadas en IA puede provocar dinámicas de evasión de la motivación de las decisiones. Incluso, se plantea que puede llevar a considerarse que lo que merece justificación es la desviación respecto a los resultados que ofrece la herramienta. El sesgo de automatización dificulta el delimitar la línea que divide el campo entre lo que sirve de apoyo y lo que influye en las decisiones, por ejemplo, si de entrada un resumen no tiene en cuenta o minimiza ciertos elementos de forma que el juzgador termine obviándolos.

			
					La necesidad de una alfabetización técnica

			

			La justificación de este apartado radica en la observación de un tratamiento jurisprudencial y doctrinal meramente superficial del problema de las alucinaciones de LLMs, que van más allá de los casos más burdos debido a la complejidad que supone la integración de los modelos en el campo jurídico. Para ello se extraen conjuntamente las nociones facilitadas por dos estudios técnicos19.

			
					Diversidad taxonómica de los errores técnicos en el ámbito jurídico

			

			Una de las primeras distinciones que ha de tenerse en cuenta es la diferencia entre los Modelos de IAG respecto a los modelos de IA consultiva, debido a que sus objetivos y procesos de funcionamiento, junto a los riesgos que entrañan, son distintos.

			El objetivo de la IAG en el contexto de los LLMs no es aportar veracidad frente al prompt (solicitud/pregunta) que se introduce, sino mantener un hilo conversacional y una coherencia probabilística. Estos modelos nutridos de una ingente cantidad de datos, predicen las palabras más probables en una secuencia de patrones estadísticos que se desprenden de su entrenamiento (no razonan). El problema radica en que las alucinaciones, a diferencia de lo que pueda pensarse por los legos en programación, no son un mero error a corregir, sino que precisamente forman parte de su naturaleza, que no deja margen a la incertidumbre o a una respuesta que indique desconocimiento respecto a la pregunta20. Es por ello que este tipo de herramientas son útiles para tareas creativas, pero no para aquellas que requieren una precisión factual, como es el ámbito jurídico. A esto hay que añadir que la característica de caja negra impide, incluso a los profesionales especializados, acceder a la debida trazabilidad de los orígenes del resultado. A su vez, cuando es un modelo de propósito general, puede retroalimentarse con contenido de baja calidad que, como bien es sabido, amplifica y perpetúa sesgos, lo que da lugar a resultados discriminatorios que mantienen injusticias sistémicas.

			Por lo tanto, tratar de utilizar un chatbot de IAG como apoyo jurídico sabiendo que la alucinación es una característica intrínseca a su funcionamiento, no parece razonable. De la serie de ejemplos que se exponen en el informe técnico de referencia, cabría detallar que, si bien puede resultar útil para la creación de borradores en otro tipo de profesiones, no lo será por el momento en el ámbito jurídico.

			Por su parte, la IA consultiva no se centra en generar contenido, sino en recuperarlo, estructurarlo y presentarlo una vez verificado. Básicamente, su arquitectura se construye sobre el sistema de Generación Aumentada por Recuperación (RAG). Este se nutre de una base de datos que puede y, en el contexto jurídico, debe, ser continuamente actualizada. Para su tratamiento, el sistema RAG divide la información en unidades manejables (chunks) y se generan embeddings vectoriales (representaciones del significado semántico de los chunks) almacenándose en una base de datos vectorial. Por otro lado, las consultas también se dividen en embeddings vectoriales, para que cuando el usuario introduzca su consulta, se busquen las similitudes semánticas. Es por ello que la fase de recuperación de la información no puede limitarse, al menos en el ámbito jurídico, a la búsqueda de términos semánticamente similares o documentos, sino a traer a colación lo que sea jurídicamente y contextualmente pertinente, en su justa medida, pero con exhaustividad y concisión (de ahí la necesidad de una comprensión profunda jurídico-técnica). Una de las principales fortalezas de su diseño es que facilita una trazabilidad de las citas al corpus documental, que es en lo que, por el momento, se traduce la diligencia debida del operador jurídico que lo utiliza. Otra de las claves prometedoras de este sistema es poder especializar al máximo tales significados al ámbito jurídico con la complejidad que ello conlleva. El técnico del informe que se ha tomado como referencia lo ejemplifica con el problema que supone que la profundidad semántica del sistema no abarque cuestiones esenciales para una buena interpretación jurídica, como pueda ser la jerarquía normativa, la vigencia normativa, etc. Concretamente plantea que, si es entrenado bajo los parámetros de la pirámide de Kelsen, podrán depurarse errores del tipo jerárquico.

			En esencia, mientras los modelos de IAG trabajan sobre un corpus cerrado que depende del entrenamiento de retroalimentación, que queda estanco en cuanto a las fuentes, los sistemas RAG funcionan como un libro abierto en cuanto al control de las fuentes, ya que se nutren de una base de datos trazable y actualizable.

			Sentada esta distinción, resulta imprescindible conocer que las alucinaciones legales ya tienen su propia taxonomía, que va mucho más allá de una calificación como resultado correcto o incorrecto. Siguiendo la clasificación de Dantart y Magesh, básicamente, los tipos de alucinaciones jurídicas se encuadran conforme a cuatro categorías principales: factuales/extrínsecas («Misstatement de Ley o precedente»21, «fabricación de autoridad»22 y «error de aplicación jurisdiccional/temporal»23) basadas en fuentes («fundamentación errónea/misgrounding»24 y «falta de fundamentación/ungrounding»25), de inferencia y razonamiento («argumentación ilógica o inválida»26 y «miscaracterización de argumentos/partes»27), e intrínsecas («inconsistencias en el prompt o corpus de entrenamiento»). Por otro lado, con la «supresión de citas problemáticas» se hace referencia a los errores que consisten en afirmaciones del sistema basadas en resoluciones derogadas que se dan por buenas por no incluir la cita.

			A mayor abundamiento, no solo es fundamental conocer la tipología de las alucinaciones, sino los distintos tipos de sesgos específicos que emanan de su aplicación a lo jurídico y que vician los resultados que arrojan28. Por ejemplo, el «sesgo de primacía» por el que se centra desproporcionadamente en la información que se recoge al inicio de un documento o el «sesgo de centralismo», por el que se fija en exceso en los partidos judiciales con mayor volumen de asuntos ignorando las especificidades de otros territorios. Resulta igualmente necesario advertir los «sesgos contrafácticos», por los que el propio modelo acepta acríticamente premisas falsas contenidas en las demandas del usuario (prompts).

			
					Sobre los sistemas RAG

			

			Consecuentemente, si se observa el funcionamiento de los sistemas RAG junto a la tipología de errores y sesgos en los que caen los modelos, resulta sencillo pensar en el riesgo que suponen ejemplos como los errores de interpretación que puede provocar el dividir una sentencia en chunks y establecer correlaciones semánticas, obviando que en un fundamento puede parecer que el juzgador se inclina hacia determinada posición, pero en los siguientes defiende lo contrario. En consecuencia, se altera el significado de las resoluciones.

			Magesh29 advierte que los sistemas RAG se componen de múltiples componentes discretos que pueden ser cajas negras y que la opacidad de los proveedores impide conocerlos completamente o llegar a descifrar por qué alucinan sobre una cuestión y no sobre otra, así como que no se puede establecer un único tipo de error para cada alucinación. Como se deduce de lo expuesto, los sistemas RAG son prometedores, pero siguen alucinando y requieren el mismo esfuerzo revisor por parte de los operadores jurídicos. En este sentido, Magesh nos proporciona evidencias suficientes sobre que los resúmenes automatizados de las sentencias «están plagados de incoherencias y alucinaciones»30.

			También tenemos a nuestra disposición otros estudios de campo que evidencian que los modelos RAG y los LLM no posibilitan una generación de resúmenes totalmente automatizada y fiable en un ámbito tan complejo como el Derecho y que dependen de la intervención y supervisión humana especializada (no solo para el diseño e implantación de los modelos, sino para la compleja detección de errores)31. Esto también suscita cuestionarse si surgirá un trabajo atípico con el fin de cubrir dicha necesidad.

			El entrenamiento de las herramientas de IA en un corpus cerrado de legislación nacional (como se plantea con KENDOJ) puede mejorar su desempeño, pero además de requerir bases de datos jurídicas locales actualizadas, necesita entrenar los mencionados embeddings porque una simple relación semántica no sirve para dar respuestas jurídicas correctas.

			Por todo lo expuesto, resulta llamativo que algunas voces insistan en la confianza sobre el empleo de la base de datos CENDOJ para transmitir la tranquilidad de que la información que manejan los sistemas KENDOJ se puede dar por buena, no solo por los problemas estructurales predichos, sino porque, como advierte la Relatora, el hecho de que los modelos se nutran de la jurisprudencia anterior entraña el riesgo de socavar la discrecionalidad judicial hacia el sesgo de automatización. Que un modelo se desarrolle internamente no exime de las discriminaciones y sesgos estructurales, en muchas ocasiones, por la falta de una suficiente mirada interdisciplinar.

			Además, contamos con un estudio que audazmente cuestiona si las sentencias son un dato idóneo para alimentar los sistemas de IA, teniendo en cuenta que pueden contener errores, estar sesgadas, haber provocado efectos discriminatorios, carecer de motivación suficiente, etc. Este alcanza la misma conclusión que se obtiene del presente estudio, en tanto no se puede considerar la sentencia como dato de calidad per se, y que, por lo tanto, ese automatismo no puede ocurrir32. A esto cabría añadir la necesidad de evitar un estancamiento jurisprudencial y el análisis de dónde poner la línea temporal de los datos históricos a tener en cuenta, para que no se incorporen líneas superadas cuya aplicación no tiene ningún sentido en la actualidad.

			En definitiva, siguiendo a Dantart y a diferencia de lo que intentan trasladar algunos proveedores, los sistemas RAG no son la panacea y requieren de una ingeniería de datos y refinamiento continuos. Si bien la arquitectura de los sistemas RAG reduce significativamente la probabilidad de caer en alucinaciones notorias, sí puede caer en alucinaciones sutiles o, lo que los técnicos denominan «insidiosas» en la complejidad del ámbito jurídico, porque provocan una falsa sensación de fiabilidad y su detección se dificulta si se descuida la debida verificación de cada fuente citada. A este respecto, queda evidenciado que gracias a estudios con el enfoque multidisciplinar técnico-jurídico se puede conocer mejor la taxonomía de estas alucinaciones jurídicas, que no pueden reducirse a una calificación de correcto/incorrecto.

			

			
					Problemas subyacentes que amenazan la integridad de los procesos judiciales en general

			

			El informe de la Relatora especial tiene un carácter holístico, que también advierte sobre las consecuencias que puede tener el desarrollo monopolístico de estas herramientas por parte del sector privado. Esto puede afectar a la independencia judicial y privar a la judicatura de la información necesaria para evaluar los modelos, su desarrollo y entrenamiento, junto a los riesgos de error y sesgo que pueden albergar mientras están protegidos por patentes o secretos comerciales. Con esto pretende transmitirse que no solo es necesario conocer el funcionamiento, la arquitectura y los riesgos de los sistemas, sino las cuestiones de economía política subyacentes. Tomando el testigo del planteamiento de la Relatora sobre el panorama desastroso que puede suponer que actores poderosos instrumentalicen estas herramientas para la consecución de sus objetivos, a juicio de la autoría del presente artículo, resulta necesaria una mirada desde la Economía Política de la IA, que analice críticamente las relaciones de poder y la dirección de los sistemas, que pueden socavar la independencia del poder judicial33.

			La Relatora también advirtió sobre ciertos escenarios que vulneran la independencia, ante medios que, mal empleados, podrían utilizarse para presionar a los jueces a seguir las recomendaciones generadas mediante los modelos que proporcionan decisiones asistidas o automatizadas (por ejemplo, mediante la referida imposición de indicadores del desempeño u objetivo de «eficiencia»). En consecuencia, otro de los puntos esenciales a abordar sobre la integridad de los procesos, además de la desconfianza pública en la justicia que puede generar el empleo de ultrafalsificaciones34, tal y como lo contextualiza la Relatora, es que las personas juezas y magistradas son objeto de ataques por parte de distintos actores poderosos y las herramientas que se tratan aquí no quedan al margen del tecnoautoritarismo.

			En esta línea, otra de las consideraciones fundamentales de la Relatora, que puede pasar desapercibida si se aborda la cuestión como si fuese una realidad estanca o sin elementos causales de carácter político, es el de analizar el tipo de poder epistémico subyacente. Esta forma de operar está derivando en un poder epistemológico que se traduce en la capacidad de definir qué cuenta como conocimiento en una disciplina. Un ejemplo que puede ser asumido de forma acrítica es que la Instrucción sobre el empleo de la IA haga referencia a la «doctrina relevante» (ordinal 6º.3.a): ¿qué se entiende por doctrina relevante? ¿la mayoritaria? ¿entrenamos los modelos de IA para que cada vez se concentren más sobre esas inclinaciones? ¿dónde queda el margen para considerar otras líneas?

			La Relatora trae a colación el principio de igualdad de medios procesales y la consiguiente capacidad de impugnar las pruebas presentadas de contrario, advirtiendo que la vulneración de dicho principio puede suponer que, por ejemplo, la Administración emplee sistemas con códigos fuente que no puedan ser objeto de impugnación por quedar protegidos por los derechos asociados a la tecnología patentada o el secreto comercial. Veremos que esa protección que opaca35 la información que puede ser objeto de impugnación por las partes procesales ya no puede sostenerse. Y como claramente manifiesta la Relatora, «no hay forma de impugnar la idoneidad de las tecnologías si no constan en el expediente judicial». Tal y como advierte la Relatora, los actos procesales pueden afectar a los DD.FF. tanto como las decisiones sustantivas y lo que resulta más peligroso en la temática objeto de tratamiento es la carencia de vías de recurso significativas (o podría decirse, eficaces). Además, el coste que puede suponer adquirir herramientas especializadas puede exacerbar la desigualdad de medios entre las partes creando un ecosistema jurídico estratificado. Las herramientas de IA predictiva previamente referidas sobre las que comienzan a apoyarse las estrategias procesales son un ejemplo de ello.

			
					Principales problemas detectados en la Instrucción 2/2026 del CGPJ, sobre la utilización de sistemas de IA en el ejercicio de la actividad jurisdiccional36

			

			La Instrucción tiene por objeto marcar los métodos y principios que han de respetarse en el uso de las herramientas de IA por parte de los juzgadores, observando en todo caso lo establecido por la LOPJ y resto de normativa aplicable37. La citada Instrucción es de obligado cumplimiento para los jueces, juezas, magistrados y magistradas en lo relativo a los sistemas de IA38 (incluidas las herramientas de IAG39) que puedan utilizar para el ejercicio de la actividad jurisdiccional ex art. 2 de dicho texto.

			Sin perjuicio de la interpretación teleológica de los límites del apoyo en las herramientas de IA para la toma de decisiones, la Instrucción, salvo error interpretativo de quien suscribe estas líneas, contiene algunos apartados normativos que resultan contradictorios.

			De los cuatro bloques de usos que quedan permitidos mediante el ordinal sexto, a efectos de lo que aquí interesa procede centrar el foco especialmente en la letra c) de su apartado tercero. La letra c) establece que se podrán utilizar sistemas de IA (facilitados por la Admón.) para la «elaboración de esquemas, resúmenes o borradores de trabajo interno, siempre que no tengan carácter decisorio ni sustituyan la redacción personal de resoluciones judiciales». El apartado cuarto del mismo ordinal, establece que «la utilización de sistemas de IA para la elaboración de borradores de resoluciones judiciales únicamente podrá realizarse en los términos y con los límites establecidos en el ordinal siguiente». El elemento contradictorio viene precisamente de la mano del siguiente ordinal, el séptimo, apartado cuarto, cuyo tenor literal es el siguiente: «A los efectos previstos en los apartados anteriores, los sistemas de IA que se utilicen en el ejercicio de la función jurisdiccional deberán asegurar que el borrador documental sólo se genere a voluntad del juez, jueza, magistrado o magistrada y pueda ser libre y enteramente modificado por estos antes de su validación como resolución judicial o procesal».

			Esta redacción abre la posibilidad de que el borrador creado con IAG pueda validarse como resolución judicial o procesal, ya que atribuye el hecho de modificar el resultado del sistema de IA a una opción que tiene el juzgador, no una obligación. Esto es, se prevé que el juzgador decida si modifica o no el borrador vertido por el sistema, sin obligar a construir enteramente la resolución. De esta forma, su uso no ha quedado delimitado en un mero apoyo que suponga un ahorro de tiempo para cuestiones formales, estructurales o repetitivas.

			Otro punto que llama la atención es el de la rotunda afirmación del apartado tercero del ordinal séptimo, que afirma que los borradores generados por los sistemas de IA «no tendrán en ningún caso la consideración de decisiones automatizadas». Pues bien, si el juzgador, viciado por el sesgo de automatización, da por válido el borrador emitido y lo valida como resolución, parece evidente que será una decisión automatizada porque el razonamiento no lo ha llevado a cabo de forma autónoma, sino que es fruto del código del modelo. Por lo tanto, este apartado puede suponer un problema de cara a intentar depurar responsabilidades por una mala praxis y depurar el propio proceso, ya que conforme a la arquitectura normativa que se propone, se está abriendo la vía de la generación de decisiones automatizadas (a lo que hay que añadir, que no puntualiza si se refiere a decisiones total o parcialmente automatizadas).

			El régimen sancionador al que se refiere el ordinal undécimo de la Instrucción40, a juicio de la autoría del presente estudio evidencia una inseguridad jurídica desde las dos perspectivas que quedan involucradas: las partes procesales que detecten la mala praxis a efectos de sus alegaciones y súplicas, junto a los propios juzgadores que no disponen del desarrollo que la especificidad de la materia requiere. La lentitud y prosperidad de la aplicación del referido precepto, junto a los puntos susceptibles de desarrollo, provocan el panorama del que tanto se abusa: reactivo en lugar de preventivo.

			Otra de las cuestiones que no parece conveniente es la dispuesta por el ordinal decimotercero de la Instrucción, en tanto prevé la formación y capacitación de personas juezas y magistradas de forma dispositiva, en lugar de preceptiva, lo que podría generar una dejadez y consecuente mala utilización de los mismos41. Esto se desvía del mandato del art. 26.242 del RIA en relación con su cdo. 7343, que reserva la tarea de supervisión a personas formadas sobre la materia.

			Con arreglo al art. 6.2 del RIA en remisión al anexo III, apartado 8º.a) del mismo cuerpo normativo, «los sistemas de IA destinados a ser utilizados por una autoridad judicial, o en su nombre, para ayudar a una autoridad judicial en la investigación e interpretación de hechos y de la ley, así como en la garantía del cumplimiento del Derecho a un conjunto concreto de hechos, o a ser utilizados de forma similar en una resolución alternativa de litigios»44 se califican como sistemas de IA de alto riesgo. El estudio de la Universidad de Oxford que se cita45, valora cómo puede materializarse la obligación de supervisar el empleo de sistemas de IA de alto riesgo por parte de los juzgadores. Este concluye que no se puede confiar en que una persona jueza promedio utilice y supervise al mismo tiempo sistemas de IA de alto riesgo para el apoyo en la toma de decisiones respetando lo establecido por el art. 14 del RIA46. Los sistemas que se utilicen en el ámbito judicial necesitan contar con garantías estructurales de forma previa a su despliegue para preservar la independencia, autonomía e imparcialidad de los juzgadores. En definitiva, dicho estudio alcanza la conclusión de que la tarea de supervisar los sistemas de IA de alto riesgo para el apoyo en la toma de decisiones judiciales no resulta asequible, cuando además, la clave está en abordar las cuestiones sociotécnicas que subyacen a los sistemas de forma interdisciplinar. En la misma línea, la Relatora sostiene que la incapacidad del juzgador de conocer los procesos que sigue el modelo de la herramienta de IA que utiliza para la toma de decisiones dificulta su motivación y apelación.

			
					Traducción de la inseguridad jurídica que provoca esta realidad en el proceso social

			

			En aras de evitar dilaciones indebidas y resolver los asuntos que atañen a la esfera del trabajo y la seguridad social de las personas trabajadoras, el proceso social se rige conforme a unos profundamente asumidos principios de oralidad, concentración y celeridad consagrados en el art. 74.1 de la LRJS, que no son absolutos, sino que «orientarán la interpretación y aplicación de las normas procesales propias de las modalidades procesales» a tenor de lo establecido por el segundo apartado del mismo precepto.

			No obstante, por parte de la autoría de la presente investigación se considera que la irrupción de la IA sin unas técnicas de detección y depuración de la mala praxis, actualmente genera una inseguridad jurídica grave. Si bien las especificidades del proceso social tienen como fin último no generar dilaciones en una jurisdicción que ha de velar por asuntos cuya resolución requiere especial celeridad, el ritmo de la proposición, admisión, impugnación, práctica y valoración de la prueba junto a la unidad de acto, también puede provocar inseguridad jurídica. Es por ello que a juicio de la autoría del presente estudio no ha resultado sorpresiva la aprobación de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero, de medidas en materia de eficiencia del Servicio Público de Justicia, por la que se modifica, entre otros preceptos, el art. 82 de la LRJS y a tenor del cual la prueba documental o pericial de la que las partes intenten valerse habrá de proponerse con diez días de antelación al acto del juicio, salvo las tres excepciones lógicas que imposibilitan anticiparla. Cabe subrayar que esta modificación supone una apertura del ámbito objetivo de la anticipación de la prueba que con anterioridad se preveía para supuestos en los que el volumen de la prueba o su complejidad lo aconsejase. De esta forma, la excepcionalidad ahora es no aportar la prueba anticipada. También parece positiva la aportación en formato electrónico, debido a que, aunque suponga algo farragoso para las partes, puede facilitar el control del empleo de la IA en las pruebas que se aporten.

			Nores Torres47 estima este cambio como una modificación muy positiva en aras de mejorar la preparación del juicio, sobre todo, en el contexto digitalizado actual. De hecho, plantea directamente la procedencia de adoptar una audiencia previa y/o una contestación escrita en la línea de lo que sucede en otros sistemas48. Como es conocido, el posicionamiento contrario se traduce en considerar que se está civilizando el proceso social y que estas cuestiones vulneran los principios vertebradores del proceso.

			En este punto se quiere visibilizar la traducción de las amenazas previamente expuestas en el proceso social. En la vista oral, sin perjuicio de la preceptividad actual de proponer la prueba con diez días de antelación, la admisión, impugnación y resolución se dan en el acto. Si concurre un caso de mala praxis en el uso de herramientas de IA, ¿se puede garantizar su detección y la depuración del proceso, junto al ejercicio de los correspondientes derechos de la parte afectada, si se mantienen a toda costa los principios clásicos? Teniendo en cuenta todo lo expuesto hasta el momento, parece evidente que no.

			La doctrina de Nores Torres abre el debate general (sin especificar el supuesto que aquí se trae a colación), expresando que puede suponer un problema de quiebra de los principios, aunque no se trate de principios absolutos sino de una aspiración del sistema procesal. Lo que aquí se plantea es la referida reflexión sobre si prima la celeridad del proceso o la prevención de las consecuencias que puede tener sobre el devenir del asunto una mala praxis en el uso de la IA. Y se considera que, en cualquier caso, si ha de ponderarse la priorización de la celeridad o la seguridad jurídica, puede considerarse que prima, ante las amenazas de un empleo negligente de la IA, que se siga un proceso con las debidas garantías, que, no tiene por qué ser de una duración mayor. Precisamente, se plantea como una cuestión preventiva.

			
					¿Recurso de reposición? ¿Constituye una verdadera garantía teniendo en cuenta la celeridad del proceso?

			

			Vistas las formas mediante las que puede quedar viciado el proceso, ¿los cauces que tiene la parte afectada por un uso negligente de la IA constituyen una garantía real? Principalmente, se pueden dar dos escenarios: el primero, que la parte afectada por las alucinaciones o falsedades de la contraparte no sea consciente de las mismas, porque revistan una apariencia de veracidad, y porque, como consecuencia de la estructura del proceso, resulte imposible verificarlo suficientemente (en unos minutos y sin poder utilizar ninguna herramienta de apoyo, añadido a la tensión que supone el acto). Consecuentemente, en ese escenario los vicios quedarían insertos en la valoración de la prueba y se arrastrarían hasta la finalización del proceso, pudiendo influir en la decisión de la persona juzgadora. El segundo supuesto, en caso de que la parte afectada tuviese indicios razonables de la existencia de vicios, interpondría el recurso de reposición de la mejor manera posible teniendo en cuenta la referida falta de medios técnicos oportunos y de tiempo, se resolvería al momento por una persona que tampoco dispone de los recursos que requiere dicha situación, lo cual constituye una inseguridad jurídica muy grave.

			Respecto al arrastre de pruebas falsas manipuladas por IA, las vías procesales parecen a primera vista «sencillas»49: impugnar en el acto de la vista activando la prejudicialidad penal (salvo que no se trate de una prueba fundamental) que resolverá sobre la falsedad documental o estafa procesal (si se descubriera tras la firmeza de la sentencia primero habría de acreditarse mediante el proceso penal y después interponer un recurso extraordinario de revisión). No obstante, nada de esto se activa si no se tiene la ocasión de detectarlo para impugnarlo en el acto del juicio (cuya fundamentación, improvisada y sin el sustento de una pericial, quedaría bastante pobre) y es sobradamente conocido que las ultrafalsificaciones sofisticadas son difíciles de detectar incluso para los técnicos50. ¿Todo esto es garantista?

			
					¿Qué encaje y valoración tendría el sesgo de automatización en el juzgador si se detectase a tiempo para ulteriores recursos?

			

			En primer término, quedamos obligados a traer el mismo razonamiento: las ulteriores vías de impugnación también pueden quedar anuladas por el supuesto en el que un desconocimiento sobre los vicios que arrastra el proceso no genere las correspondientes alegaciones para su depuración o, en caso de ser detectadas, que sea demasiado complejo encuadrar la vulneración de la tutela judicial efectiva. En cualquier caso, si se detectase la mala praxis vulneradora de DD.FF. y generadora de indefensión, ¿prosperarían las vías que intentarían activarse en caso de detectar el vicio? ¿en qué motivos podría encuadrarse la falta de motivación debida al sesgo de automatización por parte del juzgador?

			El derecho a la motivación de las resoluciones es la principal garantía del derecho de defensa y se protege constitucionalmente, para el caso de las sentencias, mediante el art. 120.3º CE en relación con el art. 24 CE. Esto tiene una doble función: conocer los razonamientos que determinan el fallo y su control mediante las vías de impugnación y prevenir la arbitrariedad y las resoluciones irrazonadas o irrazonables. Siendo optimistas por disponer de más tiempo que para el recurso de reposición de la vista, si se detecta a tiempo para interponer un recurso de suplicación al amparo del art. 193.a) LRJS por falta de motivación y consiguiente vulneración de la tutela judicial efectiva y provocación de indefensión, para reponer los autos al estado en el que se encontraban en el momento de cometerse la infracción, ¿cómo se graduará a efectos del proceso la gravedad de la actuación acrítica del juzgador que dicta una sentencia que contiene alucinaciones de cualquiera de las diversas clases aquí expuestas?

			En cuanto a la nulidad de actuaciones51; la falta de motivación fáctica se considera difícilmente subsanable porque quebraría el principio de inmediación y el juzgador que dirige el acto de la vista es el único que puede razonar sobre las pruebas practicadas que valora. Para que la falta de motivación fáctica provoque la nulidad de la sentencia, tiene que concurrir una arbitrariedad o irracionalidad en la valoración y motivación de la prueba, en cuyo caso la nulidad absoluta de la sentencia acaecería porque caería la base de la misma. La falta de motivación jurídica podría ser subsanada salvo que la sentencia de instancia adolezca seriamente de una motivación suficiente. Por el contrario, no pueden subsanarse las resoluciones que parten de premisas inexistentes o notoriamente erróneas, o que desarrollan argumentos con quiebras lógicas de tal magnitud que las conclusiones no pueden basarse en ninguna de las sazones aducidas. Considerando la exégesis racional que exige el TC52 para la tutela judicial efectiva, ¿cómo se medirá a efectos del proceso el grado de irracionalidad, arbitrariedad y falta de motivación de un juzgador que cae en el sesgo de automatización?

			Y finalmente, lo que debería suscitar mayor inquietud: ¿cómo se impugnará este tipo de negligencia y se logrará depurar el proceso si el juzgador no está obligado a incorporar en la resolución el detalle sobre el uso que ha hecho de la IA?

			
					Algunas propuestas acompañando a la depuración normativa planteada

			

			Como consideración previa cabe destacar que aunque el CGPJ haya aprobado un protocolo para la gestión de las consultas de la Carrera Judicial sobre la utilización de sistemas de IA y sus usos permitidos y prohibidos, lo cual siempre será positivo, el grado de transparencia sobre los modelos que componen KENDOJ debería ser mayor de inicio, puesto que no se encuentra información sobre si, por ejemplo, se basan en los sistemas RAG previamente conceptualizados (información que necesita analizarse desgranando cada elemento técnico).

			
					Resoluciones judiciales con un apartado final donde se declare detalladamente si se ha empleado la IA para su formulación

			

			A tenor de todo lo expuesto y en aras de posibilitar vías de impugnación razonables ante un posible empleo negligente de herramientas de IA53, parece lógico plantear que las personas juezas y magistradas tengan la obligación de incorporar en sus resoluciones un apartado final en el que se detalle si se ha empleado alguna herramienta de IA y en qué medida (obviamente, a partir de ahora únicamente se declarará el empleo de alguna de las herramientas puestas a disposición por parte del CGPJ debido a que de lo contrario estaría admitiendo un incumplimiento de la Instrucción).

			Observando todo lo que aquí se ha tratado y siguiendo el razonamiento del cdo. 59 del RIA, el uso de sistemas de IA de alto riesgo por parte de las autoridades garantes del cumplimiento del Derecho no debe derivar en un elemento de desigualdad o exclusión, ni debe ignorarse su impacto y la dificultad para obtener información significativa sobre su funcionamiento, especialmente cuando no existe una transparencia suficiente, lo que imposibilita la impugnación de sus resultados54.

			

			
					Mientras tanto, cabe solicitar el acceso al código fuente al amparo de la jurisprudencia del caso Bosco

			

			La STS (Sala de lo Contencioso-Advo.) núm. 1119/2025 de 11 de septiembre de 2025 [(Rec. 7878/2024) ECLI:ES:TS:2025:3826)] ha supuesto un hito sobre la materia. Primeramente, parte de insistir, sobre la naturaleza del derecho de acceso a la información pública del art. 105.b55 de la CE, en que, si bien no es absoluto sin perjuicio de su formulación amplia, no se puede limitar por motivos discrecionales de la Administración, sino por la valoración proporcional de los supuestos tasados mediante los arts. 14 y 15 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno (LTAIBG)56. El TS se inclina por «interpretar los citados límites de forma restrictiva, a fin de no menoscabar el derecho de acceso, regulado de forma amplia en la Ley» (F.D. 6º.B)57. Al mismo tiempo, entre otras cuestiones, se subraya que la configuración del derecho de acceso, si bien no tiene la categoría formal de fundamental (aunque siguiendo la pauta interpretativa del art. 10. 2 CE en relación con el art. 42 de la CDFUE58 puede considerarse como tal), se encuentra relacionado con, entre otros, el derecho fundamental a la tutela judicial efectiva del art. 24 CE y el derecho fundamental a la seguridad jurídica del art. 9.3 CE, que es el que más interesa a efectos de lo que aquí se plantea. El precepto 105.b CE contiene el principio objetivo rector de la actuación de la Administración que emana de las exigencias democráticas y de transparencia, constituyendo a su vez un derecho subjetivo ejercitable ante las AA.PP. en los términos desarrollados por la LTAIBG.

			Sentados los elementos esenciales de la doctrina sobre el derecho de acceso, lo novedoso de esta Sentencia es su valoración respecto a su aplicación en el ámbito de los sistemas o aplicaciones informáticas de las AA.PP. A efectos del caso que está siendo objeto de análisis, una de las dudas que puede suscitar la interpretación de esta jurisprudencia que posibilita el acceso al código fuente es que, mientras en el caso BOSCO se trataba de un sistema plenamente automatizado que resolvía las solicitudes del bono social eléctrico, el escenario que aquí se plantea es el de sistemas de apoyo para la toma de decisiones judiciales y sistemas semi automatizados para la recuperación de información de las bases de datos. El TS fundamenta que «como es lógico, la explicabilidad de las aplicaciones informáticas, así como de los algoritmos que las sustentan, utilizadas por las Administraciones públicas, es objeto de una creciente demanda ciudadana, como condición inexcusable para preservar la rendición de cuentas y la fiscalización de las decisiones de los poderes públicos y, en último término, como garantía efectiva frente a la arbitrariedad o los sesgos discriminatorios en la toma de decisiones total o parcialmente automatizadas». En teoría, en el ámbito de las decisiones judiciales no debería concurrir una automatización plena, pero una mala praxis debida al sesgo de automatización nos coloca en ese escenario de las actuaciones viciadas que pueden pasar desapercibidas por las dinámicas en las que nos encontramos inmersos, que es como se ha iniciado la exposición del problema objeto de estudio.

			Si se reconoce el principio de transparencia algorítmica y el derecho de acceso a la ciudadanía, incluso sin necesidad de motivación59, parece legítimo que las partes procesales puedan conocer la arquitectura de los sistemas de IA que utiliza el juzgador. Uno de los reconocimientos fundamentales del TS es que el derecho de acceso resulta especialmente relevante por los riesgos que derivan del empleo de las nuevas tecnologías por parte de los poderes públicos (en aquel caso, dada la especial garantía que merece el ámbito del reconocimiento de derechos sociales a colectivos en situación de vulnerabilidad basado en la toma de decisiones automatizadas). En el caso que aquí interesa también se trata de velar por la integridad del proceso, que puede quedar viciada, no por una automatización en sentido estricto, sino por el sesgo de automatización. El reconocimiento del principio de transparencia algorítmica impone a las AA.PP. la obligación de facilitar a la ciudadanía la información fundamental sobre los algoritmos que emplean para la toma de decisiones o su código fuente, entendiéndose como una de las traducciones del principio de transparencia establecido por el citado art. 105.b) de la CE. El TS incluso va más allá afirmando que «evitar la opacidad del algoritmo o el código fuente se muestra consustancial al Estado democrático de Derecho, sujeto al principio de transparencia, y refuerza la confianza ciudadana en el correcto funcionamiento de las Administraciones públicas» y, de hecho, la seguridad jurídica reviste mayor importancia que dicha confianza.

			Dicho deber no se puede tomar como algo programático, sino como una fórmula que exige la obligación a las AA.PP. de garantizar la transparencia y el acceso a la información pública60. Al mismo tiempo, el TS fundamenta con claridad que el « el mero riesgo de eventuales perjuicios para el derecho de propiedad intelectual de las Administración pública, con motivo de su uso o explotación no autorizada, como consecuencia del acceso al código fuente, por sí solo, no puede constituir causa de exclusión del derecho de acceso». En este caso, no sabríamos si concurre tal perjuicio porque parece que los modelos KENDOJ se han desarrollado internamente y no son una adquisición externa. La limitación del derecho de acceso solo se justificaría tras una ponderación de los intereses concurrentes. Por el momento, se plantea un control por parte del CGPJ, pero eso no posibilita que las partes puedan conocer la existencia de una mala praxis y puedan impugnar. Como no podía ser de otra manera, el TS también reconoce que el acceso puede contribuir a la mejora del código por someterlo al escrutinio de diversos actores. Razón por la cual, a modo preventivo cabe insistir en la necesidad de emplear los sandboxes regulatorios interdisciplinares.

			
					¿Podría automatizarse un sistema pericial que revise toda la prueba obrante en autos junto a los escritos y las grabaciones de las vistas?

			

			La actual digitalización del proceso parece una vía viable para desarrollar procesos de peritaje automático de la prueba obrante en los expedientes, junto a las vistas y los escritos.

			

			
					¿Los Ilustres Colegios de la Abogacía deberían contribuir a democratizar el acceso a herramientas de IA especializadas?

			

			En la línea de lo propuesto por la Relatora, facilitar el acceso a herramientas de IA especializadas, subvencionadas o gratuitas, para democratizarlas y disminuir la desigualdad de medios parece una iniciativa razonable. No obstante, la desigualdad no solo radica en el acceso a las herramientas, porque en palabras de la Relatora «los actores pudientes que intervienen con frecuencia en las actuaciones procesales, principalmente las empresas, con acceso a enormes volúmenes de datos sobre acuerdos privados que pueden utilizarse para entrenar IA especializada, obtienen ventajas particulares. Los actores que intervienen con frecuencia en las actuaciones procesales pueden incluso salir ganando en relación con los sistemas de IA utilizados para la administración judicial». Tras desgranar la arquitectura de los sistemas, resulta plenamente lógico que exista esa dinámica. En consecuencia, también deberá depurarse otra clase de sesgo, que deriva de la desigualdad estructural de medios procesales.

			
					Conclusiones

			

			Aunque las conclusiones se han ido exponiendo a lo largo del artículo, a continuación se insiste en algunas de ellas.

			El surgimiento de conductas de mala praxis por parte de los operadores jurídicos como consecuencia del sesgo de automatización exige un exhaustivo esfuerzo de alfabetización técnico e interdisciplinar, que visibilice la diversidad de errores y alucinaciones específicos del ámbito jurídico y procesal, más allá de la casuística más burda.

			Resulta inadmisible adoptar una posición pasiva y conformista. Por un lado, los sistemas RAG son prometedores, pero todavía obligan a una profunda revisión y un entrenamiento técnico-jurídico constante, que puede no ser garantista y desvirtuar la eficiencia que se busca. También procede reflexionar sobre el poder epistémico, tanto desde la perspectiva de la economía política que subyace a los modelos de IA, como desde las fórmulas que no cuestionan la diversidad e idoneidad de los datos que se utilizan para nutrirlos, especialmente en lo que a la jurisprudencia se refiere.

			Por otro lado, se detectan problemas en la redacción de la Instrucción del CGPJ: 1) con la expresión «pueda ser libre y enteramente modificado» del ordinal 7º.4 en relación con el 6º.3.c) y el 6º.4. se faculta a los juzgadores a validar como resolución judicial o procesal un borrador generado con IAG (con el riesgo que supone, aunque intenten revisarlo, por todo lo evidenciado); 2) afirma que los borradores generados no tendrán, en ningún caso, la consideración de decisiones automatizadas (lo cual carecería de sentido ante una mala praxis del juzgador viciado por el sesgo de automatización) [ord. 7.3]; 3) establece un régimen sancionador indeterminado y una dinámica reactiva en lugar de preventiva [ord. 11º]; 4) deja la formación y capacitación en el plano de la voluntariedad [ord. 13º], ignorando algunas de las exigencias del RIA (entre otros, el art. 26.2).

			En esencia, este estudio conduce a responder las dos preguntas que se plantean de forma negativa. En la jurisdicción social, observando transversalmente todos los problemas técnicos y procesales descritos, si no se toman medidas suficientes, los principios vertebradores del proceso no serán sostenibles ante el uso negligente de la IA por la contraparte o el juzgador, porque la celeridad de los hitos procesales determinantes, junto a la ausencia de medios técnicos y márgenes temporales suficientes para la detección y depuración de un proceso que arrastre vicios en cualquiera de las casuísticas planteadas, provoca una inseguridad jurídica gravísima.

			

			Se considera que ante un caso de sesgo de automatización por parte del juzgador, la mejora de la tutela judicial efectiva y la defensa pueden facilitarse mediante la preceptiva inclusión de un nuevo apartado en las resoluciones, por el que se declare y detalle si se ha utilizado la IA y cómo. Por el momento, cabe ampararse en la jurisprudencia del caso Bosco y pensar en nuevas formas técnicas de controlar la veracidad de todo lo obrante en autos.
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